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Ciudad de México, a doce de noviembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:1]. [1:  En lo sucesivo, las fechas que se mencionen corresponden al presente año, salvo precisión expresa en contrario.] 


La Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en sesión pública, confirma la sentencia emitida por el Tribunal Electoral del Estado de Morelos en el recurso TEEM/REC/26/2026-3, conforme a lo siguiente.
GLOSARIO
	Acuerdo 231
	Acuerdo identificado con la clave IMPEPAC/CEE/231/2026, emitido por el Consejo Estatal Electoral del Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana


	Código Local
	Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos


	Constitución
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


	Instituto Local o IMPEPAC
	Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana


	INE
	Instituto Nacional Electoral


	Juicio de revisión
	Juicio de revisión constitucional electoral


	Ley de Medios
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral


	Lineamientos de Sanciones
	Lineamientos para el registro, seguimiento y ejecución del cobro de sanciones impuestas por el Instituto Nacional Electoral y autoridades jurisdiccionales electorales del ámbito federal y local, así como para el registro y seguimiento del reintegro o retención de los remanentes no ejercidos del financiamiento público para gastos de campaña, aprobados por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral mediante acuerdo INE/CG61/2017


	Tribunal Local

	Tribunal Electoral del Estado de Morelos
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De las constancias que hay en el expediente, así como de los hechos narrados en la demanda, se advierten los siguientes:
A N T E C E D E N T E S

1. Contexto local
1.1. Modificación del calendario presupuestal. El trece de agosto, el Consejo Estatal Electoral del IMPEPAC emitió el Acuerdo 231, mediante el que modificó el calendario presupuestal de las ministraciones mensuales correspondientes al Partido del Trabajo de agosto a diciembre, atendiendo a las sanciones que le han sido impuestas por el INE[footnoteRef:2]. [2:  Acuerdo consultable en las hojas 15 a 63 del cuaderno accesorio único del presente juicio de revisión.] 


1.2. Demanda. En contra de lo anterior, el Partido del Trabajo, por conducto de quien se ostentó como su representante suplente ante el Consejo Estatal Electoral del Instituto Local, presentó un medio de impugnación[footnoteRef:3]. Con dicha demanda se formó el expediente del recurso TEEM/REC/26/2026-3. [3:  Demanda visible en las hojas 3 a 11 del cuaderno accesorio único de este juicio.] 


1.3. Sentencia impugnada. El dieciséis de octubre, el Tribunal Local resolvió el mencionado recurso en el sentido de confirmar el Acuerdo 231[footnoteRef:4]. [4:  Resolución consultable en las hojas 122 a 135 del cuaderno accesorio único del presente juicio.] 


2. Juicio de revisión
2.1. Demanda federal. El veintitrés de octubre, inconforme con la referida resolución, la parte actora presentó ante el Tribunal Local demanda de juicio de revisión.

2.2. Recepción y turno. El veintisiete posterior, se recibió en este órgano jurisdiccional la demanda y demás constancias atinentes, con las que la magistrada presidenta de esta Sala Regional acordó formar el expediente SCM-JRC-8/2026 y turnarlo a la ponencia de la magistrada Ixel Mendoza Aragón.

2.3. Radicación, admisión y cierre de instrucción. En su momento, la magistrada instructora radicó el expediente en la ponencia a su cargo, admitió a trámite la demanda y, al no haber mayores diligencias que practicar, ordenó cerrar la instrucción, quedando el expediente en estado de dictar resolución.

[bookmark: _Toc5377045][bookmark: _Toc209093958][bookmark: _Toc227374609][bookmark: considerando]R A Z O N E S   Y   F U N D A M E N T O S

PRIMERA. Jurisdicción y competencia
Esta Sala Regional es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, al ser promovido por un partido político nacional con acreditación en Morelos para controvertir la sentencia del Tribunal Local que confirmó el acuerdo del IMPEPAC relacionado con el calendario de sus ministraciones mensuales; supuesto normativo y entidad federativa en que este órgano jurisdiccional tiene competencia, con fundamento en:
· Constitución: artículos 41 párrafo tercero base VI y 99 párrafos primero, segundo y cuarto fracción IV.
· Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación: artículos 253, fracción IV, y 263, fracciones III y XII.
· Ley de Medios: artículos 86, numeral 1, 87, numeral 1, inciso b), y 88.
· Acuerdo INE/CG130/2023 aprobado por el Consejo General del INE, que establece el ámbito territorial de cada una de las cinco circunscripciones plurinominales y su ciudad cabecera.
· Acuerdo general 7/2017 de la Sala Superior, por el que delegó a las Salas Regionales del Tribunal Electoral el conocimiento y resolución de los medios de impugnación relacionados con el financiamiento público que reciben los partidos políticos nacionales en las distintas entidades federativas, a través de los organismos públicos locales electorales.

SEGUNDA. Causal de improcedencia
En su informe circunstanciado, el Tribunal Local alega que debe declararse la improcedencia del medio de impugnación, dado que -en su percepción- la demanda resulta frívola, al no combatir frontalmente la resolución impugnada, sino limitarse a repetir los argumentos vertidos en la instancia local.

En consideración de esta Sala Regional no se actualiza la causal de improcedencia aludida. Se explica.

Este órgano jurisdiccional ha definido[footnoteRef:5] que un medio de impugnación es frívolo cuando carezca de sustancia, ya sea porque se aleguen cuestiones subjetivas o cuando se planteen pretensiones que no pueden alcanzarse jurídicamente, por ser notorio y evidente que no se encuentran amparadas por el Derecho. Así, la Sala Superior delineó que cuando se requiera realizar un estudio detenido para poder advertir la frivolidad de la demanda, es necesario estudiar en el fondo los agravios sustentados. [5:  Al resolver el juicio SCM-JDC-30/2026.] 


Ello puede desprenderse de su jurisprudencia 33/2002, de rubro FRIVOLIDAD CONSTATADA AL EXAMINAR EL FONDO DE UN MEDIO DE IMPUGNACIÓN. PUEDE DAR LUGAR A UNA SANCIÓN AL PROMOVENTE[footnoteRef:6]. [6:  Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 6, año dos mil tres, páginas 34 a 36.] 


En este sentido, en el presente asunto no se actualiza la frivolidad de la demanda debido a que, con independencia de la eficacia de los agravios del Partido del Trabajo, este expresó motivos de inconformidad contra la resolución impugnada, por lo que satisfizo lo establecido en el artículo 9 de la Ley de Medios, el cual contempla como requisito para la procedencia de una demanda la manifestación de agravios.

Aunado a lo anterior, declarar la improcedencia sobre la base que argumenta el Tribunal Local -que los agravios de la parte actora son reiteraciones de los empleados en la instancia anterior- implicaría prejuzgar sobre el fondo de la controversia[footnoteRef:7]. [7:  De conformidad con la razón esencial del criterio orientador contenido en la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su gaceta. Tomo XV, enero de dos mil dos, página 5.] 


[bookmark: _Toc227374610]TERCERA. Requisitos de procedencia
Esta Sala Regional considera que el medio de impugnación reúne los requisitos de procedencia previstos en los artículos 7, 8, 9, numeral 1, 13, numeral 1, inciso a) y 86, numeral 1, de la Ley de Medios, debido a lo siguiente:

3.1. Requisitos generales
a. Forma. La demanda se presentó por escrito, haciendo constar la denominación del partido político, así como el nombre y firma autógrafa de quien comparece en su representación, además de identificar el acto a combatir, así como exponer hechos y agravios en que basa su impugnación.

b. Oportunidad. La demanda fue promovida de manera oportuna, pues la sentencia impugnada fue notificada a la parte actora el diecinueve de octubre[footnoteRef:8] por lo que, si la demanda fue presentada el veintitrés siguiente[footnoteRef:9], es evidente que se realizó dentro del plazo de cuatro días que refiere el artículo 8 de la Ley de Medios. [8:  Tal como se advierte de la razón de notificación visible en la hoja 141 del cuaderno accesorio único del presente juicio de revisión.]  [9:  Conforme al sello de recepción del Tribunal Local.] 


c. Legitimación, personería e interés jurídico. El Partido del Trabajo está legitimado para promover el presente juicio en términos del artículo 88, numeral 1, de la Ley de Medios, puesto que es un partido político nacional con acreditación en Morelos. 

Además, se tiene por reconocida la personería de Laura Elvira Jiménez Sánchez, quien es su representante suplente ante el Consejo Estatal Electoral del IMPEPAC; calidad que fue reconocida por el Tribunal Local en su informe circunstanciado, aunado a que se trata de la misma persona que promovió el medio de impugnación en la instancia local[footnoteRef:10]. [10:  Resultan aplicables las razones esenciales de la jurisprudencia 33/2014 y la tesis CXII/2001, ambas de Sala Superior, de rubros LEGITIMACIÓN O PERSONERÍA. BASTA CON QUE EN AUTOS ESTÉN ACREDITADAS, SIN QUE EL PROMOVENTE TENGA QUE PRESENTAR CONSTANCIA ALGUNA EN EL MOMENTO DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA y PERSONERÍA EN EL JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL. NO CABE OBJETARLA SI SE TRATA DE LA MISMA PERSONA QUE ACTUÓ EN LA INSTANCIA PREVIA. Consultables, respectivamente, en: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 7, número 15, dos mil catorce, páginas 43 y 44 y Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 5, año dos mil dos, páginas 115 a 117.] 


Asimismo, el Partido del Trabajo tiene interés jurídico para interponer el presente juicio, dado que fue quien promovió el recurso en la instancia local, cuya resolución estima contraria a Derecho.

d. Definitividad y firmeza. No existe otro medio de impugnación que deba agotarse previo a acudir a esta instancia, por lo que se satisface el requisito[footnoteRef:11]. [11:  En el entendido de que la Sala Superior ha sustentado que la definitividad y la firmeza son el mismo requisito de procedibilidad del juicio de revisión. Esto en términos de su jurisprudencia 23/2000, de rubro DEFINITIVIDAD Y FIRMEZA, CONSTITUYEN UN SOLO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DEL JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL. Disponible en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 4, año dos mil uno, páginas 8 y 9.] 
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3.2. Requisitos especiales del juicio de revisión
a. Violaciones constitucionales. El Partido del Trabajo sostiene que la resolución impugnada transgrede los artículos 14, 16, 17, 41 y 116 de la Constitución, por lo que se cumple este requisito en términos de la jurisprudencia 2/97 de la Sala Superior, de rubro JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL. INTERPRETACIÓN DEL REQUISITO DE PROCEDENCIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 86, PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA LEY DE LA MATERIA[footnoteRef:12], que indica que para tener por cumplido este requisito es suficiente que se haga valer expresa o implícitamente una transgresión constitucional. [12:  Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 1, año mil novecientos noventa y siete, páginas 25 y 26.] 


b. Violación determinante. Se cumple este requisito, toda vez que la controversia guarda relación con la reducción del financiamiento público del Partido del Trabajo durante el presente año, lo que estima puede vulnerar el principio de equidad electoral.

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia 9/2000 de la Sala Superior, de rubro FINANCIAMIENTO PÚBLICO. TODA AFECTACIÓN A ESTE DERECHO ES DETERMINANTE PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL[footnoteRef:13]. [13:  Disponible en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 4, año dos mil uno, páginas 12 y 13.] 


c. Reparabilidad. Este requisito se satisface, ya que, de asistirle la razón a la parte actora, sería posible ordenar que queden sin efectos los descuentos ordenados a su financiamiento público[footnoteRef:14]. [14:  Esta Sala Regional sostuvo similares consideraciones al analizar la procedencia de los juicios de revisión SCM-JRC-4/2026 y SCM-JRC-11/2020.] 
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[bookmark: _Toc227374612]4.1. Acuerdo 231
En su determinación, el Instituto Local detalló como antecedentes que el quince de enero, había emitido el acuerdo IMPEPAC/CEE/010/2026 por el que modificó el calendario presupuestal de las ministraciones que recibiría el Partido del Trabajo durante dos mil veintiséis, debido a las sanciones impuestas a ese instituto político por el INE en la resolución identificada con la clave INE/CG1977/2024.

Al respecto, mencionó que, posteriormente, el INE otorgó el registro a dos nuevos partidos políticos nacionales, por lo que tuvo que emitir el acuerdo IMPEPAC/CEE/218/2026, para redistribuir el financiamiento público correspondiente.

Debido a dicha redistribución, el Instituto Local -mediante acuerdo IMPEPAC/CEE/219/2026- realizó una nueva modificación al calendario presupuestal de las ministraciones mensuales del Partido del Trabajo de julio a diciembre, con las reducciones correspondientes a las sanciones impuestas por el INE en la referida resolución INE/CG1977/2024.

Después, señaló que la Dirección Ejecutiva de Organización y Partidos Políticos informó[footnoteRef:15] a la Secretaría Ejecutiva -ambas del IMPEPAC- de las sanciones a partidos políticos pendientes de ejecutar, entre las que se encontraban las impuestas al Partido del Trabajo en la resolución INE/CG93/2026. [15:  Mediante oficio IMPEPAC/DEOYPP/JABV/404/2026.] 


Por tanto, en el Acuerdo 231 se razonó que, de conformidad con los Lineamientos de Sanciones, los institutos electorales locales son los encargados de ejecutar las sanciones determinadas por el INE en materia de fiscalización, misma que debe llevarse a cabo de la siguiente manera:
· Una vez que las multas queden firmes, el pago se realizará mediante descuento al financiamiento público ordinario local, en los términos y plazos definidos por el INE en la resolución respectiva.
· Las sanciones se harán efectivas a partir del mes siguiente en que queden firmes.
· La ejecución de las sanciones no podrá exceder del 50% (cincuenta por ciento) del financiamiento público que reciba el partido político para actividades ordinarias.
· Si las sanciones acumuladas superaran el referido porcentaje, deberán cobrarse en el orden en que se hayan conocido.

En tal contexto, refirió que en la resolución INE/CG1977/2024 se había ordenado una reducción del 25% (veinticinco por ciento) de la ministración mensual del Partido del Trabajo, por lo que atendiendo a la redistribución de financiamiento realizada por los dos nuevos partidos políticos que obtuvieron su registro, los montos a descontar mensualmente de agosto a diciembre por esas sanciones debían ajustarse, quedando de la siguiente manera:
	Ministración mensual
	Descuento aplicado

	$1,046,256.83 (un millón cuarenta y seis mil doscientos cincuenta y seis pesos con ochenta y tres centavos)
	$261,564.21 (doscientos sesenta y un mil quinientos sesenta y cuatro pesos con veintiún centavos)



Asimismo, argumentó que, aunque al Partido del Trabajo le habían sido impuestas nuevas sanciones en la resolución INE/CG93/2026 y estaba pendiente el remanente determinado en el acuerdo INE/CG110/2022, estos conceptos no serían objeto de cobro todavía, debido a que se estarán pagando las sanciones correspondientes a la diversa INE/CG1977/2024 -con la reducción del 25% (veinticinco por ciento) de su ministración mensual-.

Además, indicó que los descuentos realizados no rebasaban el 50% (cincuenta por ciento) del financiamiento mensual del Partido del Trabajo, pues únicamente se le estaba reduciendo el 25% (veinticinco por ciento), atendiendo a que es una entidad de interés público que tiene como fin promover la participación de la ciudadanía en la vida democrática, por lo que era necesario que contara con elementos para llevar a cabo esas actividades de forma equitativa.

Finalmente, insistió en que, conforme a los Lineamientos de Sanciones, el Instituto Local es un mero ejecutor de sanciones que -a su decir- en términos de lo indicado por esta Sala Regional en el juicio de revisión SCM-JRC-11/2020, deben ser cobradas tan pronto como sea posible a fin de cumplir con su efecto disuasivo.

4.2. Demanda local
Inconforme con lo anterior, la parte actora interpuso un recurso de reconsideración ante el Tribunal Local, en el que medularmente sostuvo lo siguiente:

Alegó que el Acuerdo 231 transgredía el principio de equidad, ya que la aplicación automática del cobro de multas en proceso electoral reducía su capacidad operativa para desarrollar actividades como la selección de sus candidaturas, su capacitación electoral y su representación partidista.

También, argumentó que el IMPEPAC debió realizar un análisis de ponderación entre la obligación de ejecutar las sanciones impuestas a los partidos políticos y la necesidad de garantizarles el acceso efectivo a recursos para su participación en el proceso electoral.

En ese sentido, planteó que en el Acuerdo 231 se asume indebidamente que el cobro de sanciones debe ser inmediato, sin analizar las circunstancias particulares del caso. En tal contexto, expresó que la medida no superaba un test de proporcionalidad.

Asimismo, mencionó que el Acuerdo 231 producía un impacto diferenciado en el Partido del Trabajo, toda vez que era el único instituto político con sanciones pendientes en Morelos, por lo que estaba en condiciones de desigualdad.

Por último, sostuvo que el IMPEPAC no tomó en cuenta los criterios de este Tribunal Electoral y del Tribunal Local, aunado a que no realizó un estudio sobre el impacto que tendría la reducción del financiamiento en las actividades relacionadas con el proceso electoral local, por lo que no fue exhaustivo.

4.3. Sentencia impugnada
El dieciséis de octubre, el Tribunal Local emitió resolución en el sentido de confirmar el Acuerdo 231, al tenor de las siguientes consideraciones.

Primeramente, precisó que, contrario a lo reclamado, el Instituto Local sí había sido exhaustivo al valorar la situación del Partido del Trabajo, debido a que advirtió que tenía sanciones pendientes de ejecutar de la resolución INE/CG93/2026 y por el remanente determinado en la diversa INE/CG110/2022, decidiendo únicamente reducir el 25% (veinticinco por ciento) de su ministración mensual para cobrar las impuestas en la resolución INE/CG1977/2024.

Para el Tribunal Local, lo anterior evidenció que el Instituto Local actuó con apego a los Lineamientos de Sanciones y salvaguardando el funcionamiento del Partido del Trabajo.

Posteriormente, explicó que los agravios de la parte actora eran infundados, debido a que los descuentos indicados por el IMPEPAC se realizarían sobre el financiamiento para actividades ordinarias permanentes y no en el relativo a gastos de campaña, por lo que no podría transgredirse el principio de equidad en la contienda.

Adicionalmente, mencionó que el INE es la autoridad con la facultad de fiscalizar a los partidos políticos y sancionarlos en esa materia, como es el caso del Partido del Trabajo, por lo que el Instituto Local se limitó a dar cumplimiento a las reducciones ordenadas, por lo que no le asistía la razón a la parte actora al plantear que se violó el principio de proporcionalidad.

Además, el Tribunal Local argumentó que las reducciones no causaban un perjuicio al Partido del Trabajo en Morelos, puesto que, en términos de su normativa interna, puede recibir financiamiento federal, por lo que no se advertía una falta de operatividad ni aportó elementos probatorios que la acreditara, máxime que tenía conocimiento con anterioridad de las sanciones que el INE le había impuesto.

En este tenor, expuso que los Lineamientos de Sanciones exigen su cobro una vez que estén firmes, por lo que esa ejecución debe llevarse a cabo de forma pronta y expedita, para cumplir con las reglas del debido proceso y los derechos de certeza y seguridad jurídica. 

Por tanto, definió que no procedía revocar el Acuerdo 231, ni diferir el cobro de las sanciones, dado que el IMPEPAC cumplió con su atribución de ejecutar las multas impuestas por el INE, ejecución que -reiteró- debe ser pronta y expedita.

Finalmente, concluyó que el Partido del Trabajo no precisó claramente de qué manera el Acuerdo 231 violentaba sus derechos electorales ni cómo transgredía los principios de legalidad, equidad, constitucionalidad, certeza y objetividad; además de que no combatió frontalmente las consideraciones que empleó el IMPEPAC.

QUINTA. Estudio de fondo
5.1. Síntesis de agravios
Falta de exhaustividad e incongruencia
La parte actora argumenta que en la sentencia impugnada no se confrontaron todos los argumentos expuestos en su demanda, aunado a que no buscó controvertir las resoluciones del INE, sino el Acuerdo 231.

Expone que la resolución impugnada se sustenta en la obligatoriedad de ejecutar las sanciones del INE; sin atender su alegación de desventaja ni explicar por qué no se exigen pruebas o valoración adicionales.

Así, plantea que se revoque la sentencia impugnada para que se realice un nuevo estudio de su auténtica pretensión y se responda si existe -o no- una facultad para suspender los cobros de sanciones.

Distinción entre financiamiento ordinario y de campaña
Por otro lado, sostiene que en la sentencia impugnada se distinguió entre el financiamiento público para actividades ordinarias permanentes y aquel relativo para los gastos de campaña, para desestimar la afectación alegada.

Al respecto, manifiesta que el Tribunal Local debió precisar de qué manera esa distinción resulta relevante frente a lo reclamado, revisando los conceptos y montos descontados y examinar si las circunstancias de ejecución se contrastaron con los preceptos y lineamientos aplicables. Señala que el error no fue equiparar los gastos ordinarios y de campaña, sino en sustentar sobre esa base la respuesta completa a la afectación que manifestó.

Análisis incompleto del mecanismo de ejecución
El Partido del Trabajo aduce que en la resolución impugnada se invocaron criterios de la Sala Superior y los Lineamientos de Sanciones; sin embargo, debió identificarse expresamente qué disposiciones regulan las sanciones en materia de fiscalización de campañas, las relativas al gasto ordinario y el reintegro de remanentes, pues -refiere- estos conceptos pueden sujetarse a calendarios e hipótesis distintas.

También reclama que debió explicar en qué apartado de las resoluciones del INE o de los Lineamientos de Sanciones, se fija el porcentaje y mes de descuento para cada adeudo, sin que la referencia genérica a las atribuciones de ejecución del IMPEPAC sustituya ese estudio.

Aunado a lo anterior, razona que, si en la resolución impugnada se arribó a la conclusión de que no podía diferirse el cobro de las sanciones, debía explicarse si esa limitación provenía de un mandato expreso o de una interpretación de los Lineamientos de Sanciones, así como diferenciar entre la suspensión del cobro (que puede ser improcedente) y la verificación de que el calendario de cobro se ejecutó conforme a las reglas aplicables.

Respuesta insuficiente a la afectación
La parte actora expresa que en la instancia local alegó que el descuento de su ministración podía generar una afectación desproporcionada, sin que en la resolución impugnada se diferenciaran los siguientes aspectos: [1] si una autoridad tiene el mandato legal para sustituir la ejecución de cobro y [2] si el acto concreto respetó el porcentaje, bases, acumulación y temporalidad permitida para ser ejecutado.

Asimismo, señala que no procede un test de proporcionalidad si el IMPEPAC no podía diferir el cobro de multas, pero que, entonces, el Tribunal Local debió resolver adecuadamente el segundo examen y responder por qué las condiciones del Partido del Trabajo resultan irrelevantes.

De igual manera, alude a que, si bien el hecho de que otros partidos políticos no tengan sanciones por ejecutar no constituye discriminación, en la resolución impugnada debió responderse concretamente su pretensión de trato equitativo y precisar qué comparación resultaba exigible.

Errónea distribución de cargas probatorias y argumentativas
El Partido del Trabajo sustenta que en la resolución impugnada se le atribuyó una falta de combate a las consideraciones del Acuerdo 231; sin embargo, en su concepción, en la demanda local especificó el acto reclamado y las afectaciones aducidas, por lo que correspondía al Tribunal Local identificar qué elementos objetivos aportó el Instituto Local, qué afirmaciones carecían de soporte y por qué el material administrativo era suficiente para confirmar el referido acuerdo.

5.2. Planteamiento de la controversia
5.2.1. Pretensión. La parte actora pretende que esta Sala Regional revoque la sentencia impugnada y, en plenitud de jurisdicción, se ordene la suspensión del cobro de las multas indicadas en el Acuerdo 231.

5.2.2. Causa de pedir. La parte actora estima que la sentencia impugnada transgredió los principios de exhaustividad, congruencia y legalidad.

5.2.3. Controversia. Consiste en determinar si, como lo sostiene el Partido del Trabajo, el Tribunal Local vulneró los principios de exhaustividad y congruencia al resolver los planteamientos relacionados con la reducción de sus ministraciones, particularmente, los relativos a las reglas aplicables para la ejecución de las sanciones y los remanentes, la posible afectación a sus actividades y al principio de equidad, así como la motivación del Acuerdo 231 y la distribución de las cargas argumentativas y probatorias.

En consecuencia, deberá establecerse si fue correcto que el Tribunal Local confirmara dicho acuerdo o si, por el contrario, las omisiones o deficiencias alegadas justifican revocar la sentencia impugnada.

[bookmark: _Toc179400146][bookmark: _Toc179578828]5.3. Metodología y estricto Derecho
Esta Sala Regional analizará los agravios de la parte actora de manera conjunta, al estar estrechamente relacionados entre sí, pues, aunque desde distintas perspectivas, el Partido del Trabajo medularmente aduce que el Tribunal Local omitió analizar diversas cuestiones de su demanda primigenia.

Lo anterior no genera un perjuicio a la parte actora, porque lo trascendente es que se analicen todos sus planteamientos, conforme a lo que se establece en la jurisprudencia 4/2000 de la Sala Superior, de rubro AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN[footnoteRef:16]. [16:  Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 4, dos mil uno, páginas 5 y 6.] 


Asimismo, se precisa que de conformidad con el artículo 23, numerales 1 y 2 de la Ley de Medios, el juicio de revisión es de estricto Derecho, por lo que esta Sala Regional no puede suplir las deficiencias en los agravios formulados.

5.4. Análisis de fondo
Son infundados e ineficaces los agravios de la parte actora porque el Tribunal Local sí atendió los planteamientos esenciales del Partido del Trabajo relacionados con la ejecución de las sanciones impuestas por el INE, la reducción de sus ministraciones y la afectación que, a su juicio, ello generaba en su funcionamiento y en el principio de equidad. Además, el partido no controvirtió eficazmente las razones por las que se consideró que el IMPEPAC actuó conforme a los Lineamientos de Sanciones, que el descuento aplicado respetaba el límite previsto y que no se acreditó una afectación concreta a sus actividades partidistas. Por tanto, no se demuestra que la sentencia impugnada haya vulnerado los principios de exhaustividad y congruencia. Se explica.

En primer término, debe precisarse que los principios de exhaustividad y de congruencia guardan una íntima relación. El primero consiste en la obligación de los órganos jurisdiccionales de agotar todos y cada uno de los planteamientos hechos valer por las partes durante la integración de la controversia -en apoyo de sus pretensiones-, así como de analizar todos los argumentos, razonamientos y pruebas recibidas para tal efecto, de conformidad con la jurisprudencia 12/2001 de la Sala Superior, de rubro EXHAUSTIVIDAD EN LAS RESOLUCIONES. CÓMO SE CUMPLE[footnoteRef:17]. [17:  Consultable en: Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 5, dos mil dos, páginas 16 y 17.] 


Por su parte, el principio de congruencia implica que las resoluciones se emitan de acuerdo con los planteamientos de la demanda, además de no contener afirmaciones que se contradigan entre sí[footnoteRef:18]. [18:  Ello encuentra sustento en la jurisprudencia 28/2009 de la Sala Superior de rubro CONGRUENCIA EXTERNA E INTERNA. SE DEBE CUMPLIR EN TODA SENTENCIA. Consultable: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 3, Número 5, dos mil diez, páginas 23 y 24.] 


Debe precisarse que el principio de exhaustividad no impone a los órganos jurisdiccionales la obligación de responder cada argumento en los términos o con el alcance pretendido por las partes, sino de atender los planteamientos que integran la controversia y emitir una respuesta congruente con ellos.

Por tanto, para demostrar una vulneración a dicho principio no basta señalar que la autoridad responsable no desarrolló determinado argumento desde la perspectiva propuesta por la parte actora, sino que es necesario identificar qué planteamiento relevante quedó sin respuesta o por qué las consideraciones expuestas resultan insuficientes para atenderlo.

Así, contrario a lo aducido por el Partido del Trabajo, el Tribunal Local identificó con claridad que lo combatido era el Acuerdo 231 y no las resoluciones por las que el INE le impuso diversas sanciones. En efecto, si bien en la resolución impugnada se mencionó que el Instituto Local únicamente era ejecutor de las multas impuestas por el INE al partido político y que, en su caso, debió haber combatido tales determinaciones, ello tuvo como finalidad explicar por qué -en su percepción- no era jurídicamente viable diferir el cobro de las multas.

Ello, ya que argumentó que el INE había establecido que el IMPEPAC debía hacer efectivo el cobro de las multas a partir del mes siguiente a que quedaran firmes, por lo que no podía suspenderse temporalmente tal cobro.

En tal contexto, este órgano jurisdiccional considera que la alusión realizada en la resolución impugnada no fue incongruente con lo planteado por el Partido del Trabajo en la instancia local, toda vez que, si ese instituto político se dolió del “cobro automático” de las sanciones y solicitó su suspensión, resulta acorde con la controversia que el Tribunal Local haya desestimado tal petición con base en que el INE, al haberlas impuesto, ordenó al Instituto Local su cobro al mes siguiente de que adquirieran firmeza.

Por otro lado, resulta ineficaz el argumento sobre que el Tribunal Local dejó de confrontar todos los argumentos efectivamente propuestos, toda vez que la parte actora omite precisar cuáles agravios concretamente fueron los que en la resolución impugnada se pasaron por alto[footnoteRef:19]. [19:  La Sala Superior sostuvo similares razonamientos al resolver el juicio 
SUP-JDC-864/2024.] 


De igual manera, no le asiste la razón cuando sostiene que el Tribunal Local dejó sin resolver su alegación de desventaja material y que no explicó por qué no exigía pruebas o escrutinios adicionales.

Esto, puesto que en la sentencia impugnada se consideró que el Partido del Trabajo no se encontraba en la situación de desventaja que aducía. Al respecto, el Tribunal Local argumentó que:
· Las reducciones ordenadas en el Acuerdo 231 eran al financiamiento público de actividades ordinarias permanentes y no al relativo para gastos de campaña.
· La normativa interna del partido le permite obtener recursos del partido político nacional, por lo que no habría inoperatividad, además de que no presentó pruebas que la acreditaran.

En este tenor, esta Sala Regional observa que el Tribunal Local sí atendió los argumentos relativos a que el Acuerdo 231 colocaba a la parte actora en una situación de desventaja, mismos que desestimó por las consideraciones señaladas en el párrafo previo.

Inclusive, la parte actora aduce que el Tribunal Local al hacer la distinción entre financiamiento público para actividades ordinarias permanentes y para gastos de campaña debió señalar por qué resultaba suficiente por sí sola para desvirtuar el reclamo de afectación material, así como contrastar la ejecución del cobro con la normativa aplicable.

Sobre esto, se reitera que el Tribunal Local estimó que no se acreditaba la afectación dado que, al realizarse las deducciones sobre el financiamiento para actividades ordinarias permanentes, no podría transgredirse la equidad en la contienda, porque no se harían reducciones sobre el financiamiento dedicado para gastos de campaña; consideraciones que no son controvertidas frontalmente por el Partido del Trabajo, por lo que no pueden ser revisadas por esta Sala Regional.

Además, como se evidenció anteriormente, en la resolución impugnada no se desestimó la aludida afectación únicamente sobre la base de que el financiamiento para gastos de campaña del partido estaba intacto (como afirma la parte actora), sino también argumentando que, en términos de sus Estatutos, podía recibir recursos del propio partido nacional y, por tanto, no habría inoperatividad, razonamiento que tampoco es cuestionado en la demanda. 

Aunado a lo anterior, contrario a lo que afirma la parte actora, el Tribunal Local sí contrastó que el Acuerdo 231 no transgrediera los Lineamientos de Sanciones, puesto que verificó que la reducción establecida no rebasara el límite previsto y que tuviera su origen en resoluciones del INE.

Para tal efecto, indicó que los Lineamientos de Sanciones establecen que los institutos electorales locales serán las autoridades encargadas de ejecutar los cobros de las multas impuestas por el INE, una vez que causen estado y en los términos indicados en las resoluciones en que hayan sido decretadas, así como el orden en que se cobrarán.

De esa manera, abundó que tales lineamientos tienen como finalidad regular la ejecución de sanciones impuestas por el INE a partidos políticos nacionales con acreditación local (en atención a sus facultades constitucionales en materia de fiscalización).

Conforme a ello, identificó que el INE en las resoluciones INE/CG110/2022, INE/CG1977/2024 e INE/CG93/2026 ordenó la reducción del 25% (veinticinco por ciento) de la ministración mensual del Partido del Trabajo del financiamiento público de actividades ordinarias permanentes -reducción que le corresponde ejecutar al Instituto Local-.

En este tenor, también devienen infundados los agravios por los que el Partido del Trabajo refiere que en la resolución impugnada se analizó de forma incompleta el mecanismo de ejecución de las multas.

Lo anterior, toda vez que el Tribunal Local sí razonó que los Lineamientos de Sanciones contemplan el orden en que habrán de cobrarse las multas y el momento a partir de que pueden ejecutarse (al mes siguiente de que queden firmes), además de que expresamente indicó que fue el INE en sus resoluciones quien indicó el porcentaje que debía reducirse de las ministraciones mensuales del partido político.

Adicionalmente, a pesar de lo manifestado por la parte actora referente a que el Tribunal Local no explicó cómo llegó a la conclusión de que no podía diferirse el cobro de las sanciones, esta Sala Regional advierte que en la resolución impugnada se dijo lo siguiente:
De estos últimos, destaca que, en su lineamiento quinto, para el cobro de sanciones se dispone la exigibilidad de su cobro, precisando que estas se ejecutarán una vez que se encuentren firmes en la forma y términos establecidos en la resolución o sentencia.

En atención a lo anterior se concluye, que una vez que la resolución queda firme, la autoridad competente debe proceder a su ejecución de manera pronta, expedita y completa […] 

De lo anterior, se precisa que, la parte actora en ese sentido no le asiste la razón, en solicitar la suspensión temporal al cobro de las sanciones económicas […], pues, como ya se precisó, una vez que ya se encuentran firmes las resoluciones emitidas por INE, la autoridad responsable debe proceder a su ejecución de manera pronta, expedita y completa […]

Como se observa, el Tribunal Local determinó que no podía suspenderse el cobro de las multas en atención a una interpretación conjunta de los Lineamientos de Sanciones y las resoluciones en que el INE le impuso sanciones al Partido del Trabajo, la cual no es confrontada en la demanda por la parte actora.

En este sentido, en la resolución impugnada se otorgó una respuesta a la parte actora sobre por qué no procedía diferir el cobro de las multas; máxime que, como se evidenció en el contexto de la controversia, desde enero con el acuerdo IMPEPAC/CEE/010/2026, el Instituto Local venía cobrando a la parte actora las multas establecidas en la resolución INE/CG1977/2024, siendo que el Acuerdo 231 fundamentalmente se emitió para pronunciarse por aquellas impuestas en la diversa resolución INE/CG93/2026 (que determinó no cobrarlas).

En otro orden de ideas, la parte actora alega que en la resolución impugnada no se distinguió con claridad entre dos cuestionamientos: si una autoridad tiene margen legal para sustituir el mandato de ejecución y si el acto de ejecución respetó el porcentaje, bases, acumulación y temporalidad que el mandato le permite, debiendo resolver motivadamente el segundo examen si se determinaba que no podía diferirse el cobro de multas, tomando en consideración la pretensión de trato equitativo y las condiciones del Partido del Trabajo.

Tales argumentos resultan infundados e ineficaces. Lo infundado radica en que el Tribunal Local sí diferenció y abordó concretamente si el IMPEPAC podía diferir el cobro de multas y si el Acuerdo 231 se había ajustado a las reglas aplicables.

Esto, porque en la sentencia impugnada precisó que el Instituto Local era un mero ejecutor de sanciones, por lo que si el INE había instruido que estas se cobraran al mes siguiente de que adquirieran firmeza, este debía proceder a cobrarlas de manera pronta, sin que pudiera diferir su ejecución.

Por otra parte, como ya se hizo patente en la presente resolución, el Tribunal Local también identificó que el porcentaje de reducción establecido en el Acuerdo 231 no fuera mayor al permitido en los Lineamientos de Sanciones  y que las sanciones a ejecutar provinieran de determinaciones del INE (bases, porcentaje y acumulación), mencionando inclusive que debían ejecutarse tales reducciones atendiendo a que pueden prescribir conforme a la tesis XXX/2019 de la Sala Superior, de rubro FISCALIZACIÓN. LA FACULTAD DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA ELECTORAL PARA LA EJECUCIÓN DE SANCIONES PRESCRIBE EN UN PLAZO DE CINCO AÑOS[footnoteRef:20]. [20:  Consultable en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 12, número 24, dos mil diecinueve, páginas 41 y 42.] 


Ahora bien, lo ineficaz de lo argumentando obedece a que la parte actora plantea que el Tribunal Local debió analizar motivadamente si el Acuerdo 231 respetó el porcentaje, bases, acumulación y temporalidad tomando en consideración sus condiciones y su pretensión de trato equitativo; sin embargo, la parte actora previamente no logró desvirtuar los razonamientos por los que en la sentencia impugnada se consideró que no estaba en condiciones de desventaja.

Sobre esto, se dijo que en la resolución impugnada se estimó que no se acreditaban tales circunstancias porque el financiamiento para gastos de campaña del Partido del Trabajo en Morelos no sería objeto de reducción y porque estaba en condiciones de recibir recursos del partido nacional.

Argumentos que, se insiste, no son controvertidos frontalmente por el Partido del Trabajo en su demanda y, por tanto, en un juicio de estricto Derecho no pueden ser revisados oficiosamente. Entonces, si para el Tribunal Local el Partido del Trabajo no estaba en una situación de desventaja (y esa premisa no es derrotada en la presente resolución), no incurrió en deficiencia alguna al estudiar el Acuerdo 231, en los términos aducidos por la parte actora.

Finalmente, el Partido del Trabajo se duele de que en la resolución impugnada se haya indicado que no combatió las consideraciones del Acuerdo 231, pues -en su concepción- al haberlo señalado como acto reclamado y haber expresado las afectaciones aducidas a sus actividades rumbo al proceso electoral, el Tribunal Local debió identificar qué afirmaciones carecían de soporte, qué elementos objetivos aportaba el acuerdo y por qué eran suficientes para confirmar su legalidad.

En consideración de esta Sala Regional tales alegaciones resultan infundadas, toda vez que, atendiendo a la demanda primigenia, fue correcto el estudio del Tribunal Local, como se expone enseguida.

De los artículos 329, fracción I, inciso e) y 336 del Código Local se desprende que en los recursos de reconsideración que se interpongan deberán mencionarse expresa y claramente los agravios que cause el acto que se pretenda combatir; asimismo, el artículo 368, fracción IV, del referido código dispone que las resoluciones que emita el Tribunal Local contendrán el análisis de los agravios esgrimidos en las demandas.

Conforme a ello, es dable concluir que los estudios que realice el Tribunal Local sobre los actos que se controviertan se encuentran sujetos a los agravios que las propias partes promoventes hayan vertido; en ese sentido, la revisión de la legalidad del Acuerdo 231 debía llevarse a cabo conforme a los agravios del Partido del Trabajo.

Ahora bien, como ya se vio en la presente sentencia, en el Acuerdo 231, el IMPEPAC argumentó que era procedente modificar el calendario de las ministraciones mensuales del Partido del Trabajo en esos términos debido a que:
1. Se había redistribuido el financiamiento público por los dos nuevos partidos políticos nacionales.
2. Los Lineamientos de Sanciones exigen la ejecución del cobro al mes siguiente de que las mismas queden firmes.
3. El Partido del Trabajo tiene cobros pendientes por cubrir de las resoluciones INE/CG110/2022, INE/CG93/2026 e INE/CG1977/2024; sin embargo, solo se harían en ese momento las reducciones relativas a la última resolución indicada.
4. La reducción del 25% (veinticinco por ciento) de la ministración mensual respeta el límite de los Lineamientos de Sanciones y no representa un obstáculo para el funcionamiento del Partido del Trabajo.

Por su parte, en la demanda primigenia el Partido del Trabajo sustancialmente alegó que el Acuerdo 231 transgredía los principios de equidad, proporcionalidad, exhaustividad, igualdad y no discriminación, así como que desatendió los criterios de este Tribunal Electoral en diversos asuntos sobre cobro de multas (sin mencionar expresamente cuáles) y no tuvo una adecuada motivación.

Como se observa, la parte actora en su demanda local no confrontó la totalidad de las consideraciones que sostuvo el IMPEPAC; dado que dicha autoridad razonó inclusive que el porcentaje de reducción de modo alguno obstaculizaba el funcionamiento del partido político, aunado a que el cobro se ejecutaba en virtud de que así lo disponían los propios Lineamientos de Sanciones y que por su naturaleza el cobro debe ejecutarse tan pronto como sea posible.

Aun así, en la sentencia impugnada el Tribunal Local determinó que el Acuerdo 231 no actualizaba transgresión alguna a los principios de equidad, proporcionalidad y exhaustividad, además de que estaba debidamente fundado y motivado -conforme a lo confrontado por la parte actora-.

En este tenor, este órgano jurisdiccional estima correcta la conclusión del Tribunal Local, toda vez que el hecho de que la parte actora haya identificado al Acuerdo 231 como acto reclamado y haya señalado diversas afectaciones no era suficiente para llevar a cabo una revisión general de su legalidad, pues esta debía limitarse al análisis de los agravios planteados en la demanda. Además, como se determinó en esta sentencia, en la resolución impugnada no se transgredió el principio de exhaustividad.

No pasa por alto que la parte actora afirma que el que en la resolución impugnada se haya confirmado el Acuerdo 231 “priva a la controversia de una respuesta utilizable para ministraciones sucesivas”; al respecto, se precisa que el presente asunto se delimitó a revisar si fue correcto que el Tribunal Local confirmara la reducción de sus ministraciones mensuales de agosto a diciembre, por lo que no fue materia de controversia lo correspondiente a ministraciones futuras, como podrían ser las de dos mil veintisiete.

En consecuencia, al resultar infundados e ineficaces los agravios de la parte actora, lo conducente es confirmar la resolución impugnada. En tal contexto, no es posible acordar favorablemente la petición de la parte actora relativa a que esta Sala Regional en plenitud de jurisdicción revoque el Acuerdo 231.

Por lo expuesto y fundado, esta Sala Regional
[bookmark: _Toc227374620]
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ÚNICO. Confirmar la sentencia impugnada.

Notificar en términos de ley. 

En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, hágase la devolución de la documentación atinente.

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las magistradas y el magistrado, ante el secretario general de acuerdos, quien autoriza y da fe.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firma electrónica certificada, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General 3/2020 de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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